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			Introducción


			La sistematicidad de las normas jurídicas suele ser un rasgo asumido por quien trabaja con el derecho en un determinado ámbito. Se nos suele formar en la idea de que las normas jurídicas integran un sistema y que, por lo tanto, cuentan con criterios que permiten hacer de este material uno cierto y coherente, capaz de servir como una herramienta idónea para la resolución de problemas jurídicos. Aprendemos, desde los primeros años de formación en el derecho, lo que es un sistema jurídico y los principales rasgos del sistema jurídico peruano. Nada hay más arraigado en la mente del jurista que la denominada «pirámide» normativa, es decir, la representación jerárquica del conjunto de normas nacionales. Esta es repetida en manuales de teoría del derecho, así como en las resoluciones judiciales, seguramente basadas en tales textos.


			Como todo lugar común en el que nos sentimos seguros para avanzar en el conocimiento del derecho, no es un dato que interese mucho contrastar o verificar. Lo asumimos por ser funcional y necesario para nuestra idea del derecho y para el trabajo con sus normas. No obstante, si queremos justificar del mejor modo posible nuestras decisiones en el derecho, hemos de atender con particular interés aquellas bases sobre las que asentamos nuestros principales fundamentos. La noción de sistema jurídico es uno de ellos. 


			Esta investigación se propone analizar en detalle los rasgos del sistema jurídico peruano. Tomando en cuenta los aportes del positivismo normativista, en particular, de la noción de regla de reconocimiento acuñada por H.L.A. Hart, nos proponemos reconstruir cuál sería dicha regla de reconocimiento en el derecho peruano, es decir, una norma que condense los distintos criterios de identificación, ordenación, extinción, cambio y coherencia de todas las normas jurídicas que consideramos válidas. 


			Un sistema normativo no es, ciertamente, algo que venga ya dado; es, en todo caso, el resultado de una determinada presentación de un conjunto de normas, de tal forma que pueda verse que entre ellas median relaciones de unidad y de coherencia. En el caso del derecho, se trata de un trabajo a cargo de la dogmática, es decir, del saber que tiene por objeto de estudio y análisis a las normas válidas en un cierto ámbito, a las que se interpreta y vincula, para dotar a ese conjunto del mayor nivel de racionalidad posible, atendiendo al material normativo, que viene ya dado y que no está en la posibilidad de ser variado por quien lo estudia.


			De este modo, una primera tarea para lograr el objetivo de la investigación era contar con un adecuado marco teórico, que no solo nos dote de una idea adecuada de lo que debemos entender por un sistema jurídico sino, sobre todo, nos permita esclarecer en qué consiste el trabajo de la dogmática jurídica como el que nos propusimos desarrollar. En tal sentido, ese primer capítulo de la investigación repasa la idea de la sistematicidad en el derecho, para presentar una versión actual y funcional de ese concepto. Además, procuramos determinar qué es la dogmática jurídica y cómo lleva a cabo su labor. Este tema, aunque aparentemente ya superado por la larga tradición del saber jurídico, fue particularmente relevante en la medida en que no se ha trabajado mucho el impacto que sobre la dogmática jurídica ha tenido la constitucionalización del derecho, lo que nos obligaba a presentar un rol de la dogmática que fuera funcional al Estado constitucional de derecho. Así, con base en los trabajos de Atienza y, principalmente, de Aarnio, el primer capítulo presenta una idea de la dogmática jurídica en el marco del Estado constitucional, que nos permite plantear las pautas metodológicas que definen la investigación. 


			Contando ya con el marco teórico y las pautas metodológicas para el desarrollo de la investigación, en el segundo capítulo abordamos la noción de regla de reconocimiento en la obra de H.L.A. Hart, aunque para ello repasemos la tradición normativista que le sirve de antecedente. Tras determinar el alcance y la utilidad del concepto, presentamos una primera formulación de la regla de reconocimiento del derecho peruano. En ella nos limitamos a presentar sus principales fuentes normativas, cada una de las cuales pretendemos desarrollar en los capítulos siguientes.


			En esta línea, en el capítulo tercero, el más extenso de la investigación, abordamos en detalle la principal fuente del derecho nacional: la legislación, es decir, la producción de normas jurídicas a cargo de las autoridades políticas y administrativas. Añadimos también en este capítulo las normas aprobadas por los ciudadanos mediante referéndum. De cada una de estas normas analizamos sus requisitos de producción, los criterios de ordenación, los mecanismos de derogación y nulidad, así como su coherencia y los criterios para la resolución de antinomias. 


			Resta aún el desarrollo de las demás fuentes del derecho nacional; sin embargo, consideramos que lo contenido en esta investigación sienta las bases e inicia un recorrido que permitirá completar el objetivo, que es lograr reconstruir con la mayor precisión posible la regla de reconocimiento del sistema jurídico peruano. 


			Cabe, además, plantear algunas advertencias. No asumimos que el derecho sea, sin más, las normas que la regla de reconocimiento cuya formulación perseguimos logre identificar. Sería una imagen empobrecida de la compleja práctica jurídica aquella que reduce el derecho a las normas, y la labor del dogmático, a su identificación. No obstante, no cabe duda de que las normas son un elemento esencial de cualquier idea del derecho, y que su identificación y ordenación son elementos necesarios, aunque no suficientes, en el estudio y trabajo con el derecho. 


			Podría decirse, asimismo, que una investigación de este tipo no va acorde con los tiempos, pues la agenda del estudio del derecho se ha desinteresado por la identificación de los materiales normativos para atender, más bien, a su aplicación. Aunque podría ser cierto, cabe destacar que la aplicación del derecho no puede darse si antes no se cuenta con una adecuada identificación (nunca definitiva) del material jurídico a ser empleado; por lo tanto, se trata de labores complementarias que deben merecer, ambas, la debida atención. Asimismo, resulta falaz distinguir nítidamente la identificación y la aplicación del derecho pues, como esta investigación pone en evidencia, la identificación del derecho supone la aplicación de muchas normas de carácter secundario, que precisamente regulan la producción de otras normas. Finalmente, consideramos que, aunque todo manual o texto introductorio al derecho suela contener una presentación genérica de las fuentes del derecho peruano, no se cuenta aún con un estudio analítico de las normas secundarias que definen la identidad de nuestro sistema jurídico; esta investigación pretende avanzar en esa dirección y suplir esa tarea pendiente de nuestra dogmática.


			En suma, esta investigación puede verse de muchas maneras. Podría verse desde su objetivo principal, es decir, como un esfuerzo, aún inconcluso, orientado a la completa reconstrucción de la regla de reconocimiento del sistema jurídico peruano. Pero puede verse también como un intento de presentar un método de trabajo con el derecho que, en este caso, toma a la sistematización de nuestras normas como el gran laboratorio sobre el cual probar el método. Desde esta perspectiva, lo importante en el trabajo jurídico es la necesidad de justificar adecuadamente cada decisión que se tome, con base en los valores que fundamentan y dotan de identidad a nuestro derecho. 


			Esta investigación debe mucho a quienes, a lo largo de los años de su gestación y redacción, contribuyeron con su apoyo e ideas a perfeccionar el producto final. En particular debo mi agradecimiento a mi universidad, la Pontificia Universidad Católica del Perú, que a través del período de investigación del año 2013, concedido por el Vicerrectorado de Investigación y reconocido por el Departamento Académico de Derecho, me permitió iniciar este trabajo, cuya elaboración se proyectó durante los siguientes semestres académicos. Debo a mi universidad también gratitud porque el curso de Introducción a las Ciencias Jurídicas, del que fui jefe de prácticas y actualmente soy docente, constituyó el espacio de maduración de muchas ideas y reflexiones cuyo producto es esta investigación. Por ello agradezco al grupo de jefes de práctica con quienes coincidí, cuyas discusiones definieron mi interés por la teoría del derecho; a los profesores del curso; así como a los alumnos de dicho curso durante los años en que lo he tenido a mi cargo, pues para un profesor muchas veces las clases se convierten en la mejor de las lecciones que puede recibir.


			Si bien esta investigación se ocupa de las fuentes del derecho peruano, en los agradecimientos no puedo obviar a mis propias fuentes académicas; la principal de ellas, el Departamento de Filosofía del Derecho de la Universidad de Alicante. Los privilegiados años en los que pude integrarlo como doctorando han tenido una feliz continuidad en continuas visitas de su plana docente a Lima; encuentros siempre enriquecedores en lo académico y personal. El seminario que pude dar en noviembre de 2014 en la Universidad de Alicante me permitió avanzar en una línea de investigación, algunas de cuyas ideas se recogen en este texto. Agradezco en particular a Manuel Atienza y a Juan Ruiz Manero, quienes fueran mis directores de tesis y, desde entonces, grandes maestros y amigos. Asimismo, a Josep Aguiló, Daniel Gonzales Lagier, Ángeles Ródenas, Isabel Lifante, Juan Antonio Pérez Lledó, Macario Alemany, Victoria Roca, Hugo Ortiz y Alí Lozada, por los comentarios dados en el seminario y por su constante apoyo y amistad.


			Mi segunda fuente académica, a la que debo un especial agradecimiento, se encuentra en Italia, cuya escuela de filosofía del derecho conocí y admiré a partir de los trabajos de Uberto Scarpelli, de cuyo estudio me ocupé en mi tesis doctoral. La estancia docente realizada en el mes de octubre de 2014 en la Università degli Studi di Bergamo constituyó un marco ideal para afinar, exponer y debatir muchas ideas contenidas en este trabajo. Tengo, por ello, una especial gratitud al profesor Persio Tincani, por promover y concretar dicha estancia, así como al profesor Roberto Cammaratta, por todo el apoyo recibido. Asimismo, quedo en deuda con los profesores y profesoras del Departamento de Ciencias Jurídicas «Cesare Beccaria» de la Università degli Studi di Milano, en particular con Silvia Zorzetto, Francesca Poggi, Vito Velluzzi y Claudio Luzzati, pues tanto con sus textos como con las discusiones en el marco del seminario organizado durante mi estancia, contribuyeron a repensar y afinar muchas de las tesis de este trabajo. Igualmente, por todo el apoyo y afecto, a la profesora Anna Pintore, en la Università degli studi di Cagliari. En este contexto, la mayor deuda la tengo con el maestro Mario Jori, cuya lucidez y el ingenio de sus textos y conversaciones constituyen una fuente indispensable para repensar muchas ideas sobre el derecho y que en gran medida se ven plasmadas en este trabajo.


		




		

			Capítulo 1
Derecho, sistema jurídico y sistematización: precisiones conceptuales y metodológicas


			1.	La idea de sistema y su implantación en el derecho


			Es una idea comúnmente aceptada caracterizar al derecho como un sistema. Asentada en nuestros usos lingüísticos, aludimos cotidianamente al derecho vigente en un determinado ámbito como un «sistema jurídico». Esta imagen sistemática del derecho resulta casi intuitiva, pues nos viene dada desde su enseñanza y es reforzada por la doctrina y por la práctica. Como destaca Barberis (1997), entender el derecho como un sistema es, para cualquier jurista contemporáneo, un presupuesto indiscutible antes que una tesis a demostrar (p. 24).


			Esta presentación sistemática del derecho logró su versión más elaborada y difundida con la consolidación del paradigma positivista, principalmente en la obra de Hans Kelsen. No obstante, fue el iusnaturalismo moderno o racionalista la primera tradición filosófica dedicada conscientemente a la tarea de reducir el material jurídico a los términos de un sistema lógico (Pérez Bermejo, 2006, p. 38). 


			A partir de lo anterior, es posible destacar algo que, aunque evidente, es necesario explicitar: la sistematicidad no es propia de una cierta concepción o enfoque del derecho. No es siquiera propia del derecho, sino que es una exigencia de racionalidad en el estudio de alguna disciplina. Al respecto, destacaba Kant que el sistema es el ideal regulador de la investigación filosófica y no su realidad (Abbagnano, 2000, p. 1084). En sus términos, «[…] el método puede ser siempre sistemático. Pues nuestra razón (subjetivamente) es, ella misma, un sistema; pero en el uso puro de ella, por medio de meros conceptos, es solo un sistema de la indagación según principios de unidad, [indagación] a la cual solo la experiencia le puede proporcionar materia» (Kant, 2007, p. 765). Aplicándolo al ámbito normativo, destaca Caracciolo que «la presentación sistemática de un conjunto de normas le concede ciertos rasgos de racionalidad. Un conjunto asistemático sería, en algún modo, irracional» (2000, p. 162). 


			Llevado al ámbito jurídico, resulta elocuente el modo como Kelsen destaca el carácter sistemático del derecho como una condición necesaria para su adecuada comprensión. Así, iniciaba su Teoría General del Derecho y del Estado señalando que,


			El derecho es un orden de la conducta humana. Un «orden» es un conjunto de normas. El derecho no es, como a veces se dice, una norma. Es un conjunto de normas que tienen el tipo de unidad a que nos referimos cuando hablamos de sistema. Es imposible captar la naturaleza del derecho si limitamos nuestra atención a una sola norma aislada. Las relaciones existentes entre las normas de un orden jurídico son también esenciales a la naturaleza del derecho. Únicamente sobre la base de una clara comprensión de las relaciones que constituyen un ordenamiento jurídico, puede entenderse plenamente la naturaleza del derecho (Kelsen, 1949, p. 3). 


			De este modo, destacaba Kelsen que la sistematización del derecho constituye para la ciencia jurídica una función tan esencial como la función descriptiva (Vernengo, 1986, p. 232). Esta misma idea es claramente destacada por autores que, desde la tradición positivista, se han ocupado de la noción de sistema jurídico. Así, por ejemplo, señalan Alchourrón y Bulygin que «los filósofos del derecho parecen estar de acuerdo en que la tarea o, por lo menos, la más importante tarea de la ciencia jurídica consiste en la descripción del derecho positivo y su presentación en forma ordenada o “sistemática”, mediante lo cual se tiende a facilitar el conocimiento del derecho y su manejo por parte de los individuos sometidos al orden jurídico y, en especial, por quienes deben hacerlo por razones profesionales (abogados, jueces, funcionarios, etc.)» (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 113). 


			Asumiremos para empezar una definición muy general de sistema, entendiendo por tal «un conjunto de elementos relacionados entre sí funcionalmente, de modo que cada elemento del sistema es función de algún otro elemento, no habiendo ningún elemento aislado» (Ferrater Mora, 1994, p. 3305). Tomando en cuenta esta definición, es posible asentir en cuanto a que hay buenas razones a favor de una presentación sistemática del derecho que permita apreciarlo como un conjunto finito y unitario de elementos. En efecto, al presentarse el derecho como un sistema así entendido, se facilita la identificación de lo que se considera una norma válida en un determinado ámbito, contribuyendo de este modo tanto a economizar el pensamiento jurídico, ahorrando tiempo y energía para la toma de decisiones jurídicas, como a precisar tales decisiones, por ejemplo, identificando las cuestiones a ser resueltas, así como las alternativas de solución (Aarnio, 2011, p. 177). Esto hace previsible y controlable el poder de quien toma las decisiones en el derecho.


			Ahora bien, siendo la descripción y sistematización del derecho las tareas que usualmente se han identificado como centrales de la ciencia jurídica, cabe indagar por la relación que media entre ambas, pues podrían no ser del todo compatibles. Así, cabe preguntarse si el científico del derecho identifica y describe un conjunto sistemático de normas jurídicas, o bien sistematiza un conjunto de normas previamente identificadas como jurídicas. La cuestión no es trivial, pues cuestiona la función del jurista ante el derecho, que podría variar desde la estricta neutralidad de quien se limita a describir un objeto externo hasta la clara intervención al constituir con su labor el propio objeto de su disciplina. 


			Retomemos la comentada relación entre normas y sistema como una exigencia de racionalidad para apreciar el momento en el que esto se implanta en el derecho. Como fuera dicho, los primeros intentos por presentar una imagen sistemática de las normas jurídicas se deben al iusnaturalismo racionalista, partiendo de determinados principios considerados verdaderos de forma autoevidente. Asumiendo una imagen mecanicista del mundo, y teniendo a la geometría como canon de todo conocimiento, sus autores postularon elaborados sistemas normativos cuyos elementos eran lógicamente deducidos de ciertos axiomas, constituidos por enunciados morales de contenido material (Pérez Bermejo, 2006, p. 38). En esta concepción destaca el sistema de leyes naturales postulado por Hobbes, a partir de la premisa ética de evitar la guerra y mantener la paz (Bobbio, 1987, p. 177) y, principalmente, el de Leibniz deducido del concepto de justicia (Pérez Bermejo, pp. 38 y ss.).


			Estos sistemas, destacan Alchourrón y Bulygin, poseen típicos rasgos comunes, «En primer lugar, parten de ciertos principios evidentes, que son los principios del Derecho Natural. En segundo lugar, los sistemas racionalistas son desarrollos deductivos (o al menos pretenden serlo) de los principios del Derecho Natural» (2002, p. 89). La ciencia del derecho asume así un carácter ideal pues «no pretende describir las reglas efectivamente vigentes en la sociedad dada, sino las reglas ideales, que de acuerdo con los principios del Derecho Natural, deben regir» (p. 89). En esta línea, destaca Caracciolo, «la concepción racionalista clásica acerca del derecho natural trasladó a su objeto ideal los patrones de racionalidad admitidos entonces para el producto cognoscitivo de la ciencia» (Caracciolo, 2000, p. 162).


			Este modelo de sistema es lo que Kelsen denominó «sistema estático», al que asociaba con la moral. Un sistema normativo es estático si y solo si la pertenencia de los elementos al sistema se rige por un criterio de deducibilidad lógica. Partiendo de una norma o de un conjunto de normas iniciales u originarias, solo pertenecerán a dicho sistema las normas que sean deducciones lógicas del contenido de aquellas. Estos sistemas son estáticos pues no es posible introducir nuevas normas en ellos. El universo de normas que lo integran es finito y está compuesto por la norma originaria y sus consecuencias lógicas. No hay legisladores, pues no cabe introducir nuevas normas, solo reconocer cuáles serían tales normas demostrando la relación de deducibilidad que media entre ellas. Por ejemplo, partiendo de la norma «se debe decir la verdad» pueden deducirse normas como «no se debe mentir», «no se debe engañar», «no se debe prestar falso testimonio», etcétera (Moreso & Vilajosana, 2004, p. 90).


			En el siglo XIX, importantes procesos históricos, como la codificación napoleónica y la Escuela de la Exégesis en Francia, la Escuela Histórica de Savigny en Alemania, y el utilitarismo de Bentahm y Austin en Inglaterra, permitieron la consolidación del nuevo paradigma positivista y el consiguiente abandono de las doctrinas del derecho natural (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 90). Este nuevo paradigma nace del movimiento histórico a favor de la legislación y se realiza cuando la ley, asociada a la norma general y abstracta, se convierte en la única o en la absolutamente prevalente fuente del derecho, teniendo a la codificación como su máxima realización. Este movimiento reivindica la doble exigencia de poner orden en el caos del derecho primitivo y de suministrar al Estado un instrumento eficaz para intervenir en la vida social (Bobbio, 1988, pp. 131-132). En términos de Bobbio, «el movimiento a favor de la legislación no es un hecho limitado y contingente, sino histórico, universal e irreversible, indisolublemente ligado a la formación del Estado moderno» (p. 132). 


			En el ámbito de la ciencia del derecho, esto implicó que los postulados del derecho natural fueran sustituidos por la aceptación dogmática de las normas creadas por el legislador. Así, «los axiomas del sistema jurídico no son ya principios evidentes e inmutables del Derecho Natural, sino normas contingentes, puestas por el legislador humano» (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 90). De este modo, la norma positiva sustituye a la norma natural y es tomada como la nueva base sobre la que se estructura el sistema jurídico, entendido desde ya como un sistema de normas positivas1. 


			Esta nueva imagen del derecho se corresponde, en términos de Kelsen, con los sistemas dinámicos, es decir, aquellos que cuentan con una norma originaria que establece quiénes y cómo pueden producir nuevas normas en dicho sistema. Estos sistemas son dinámicos pues las normas que lo integran pueden ser cambiadas a criterio de quien tenga capacidad de crear nuevas normas, usualmente el legislador. En estos sistemas, el universo de normas varía tanto como actos de creación normativa ejerciera quien tiene competencia para ello. A diferencia de los sistemas estáticos, en los dinámicos la unidad del sistema no la confiere el contenido de las normas sino el modo como han sido creadas. 


			Este cambio en el objeto del que debía ocuparse la ciencia del derecho (del derecho natural al derecho positivo), si bien allana el camino hacia una disciplina menos especulativa y con mayor nivel de rigurosidad (pues, siendo descriptiva de las normas que existen porque puestas, podría justificar sus enunciados en el principio de verificación), pone en cuestión el carácter sistemático de las normas jurídicas. En efecto, si el iusnaturalismo ofrecía una imagen sistemática del derecho como consecuencia de deducciones lógicas de principios autoevidentes, el positivismo jurídico no puede hacer lo propio. Su objeto está signado por la contingencia de lo que en cada ocasión, temporal y espacial, decida el legislador, pudiendo hacer y deshacer normas a su arbitrio. Esto en modo alguno garantiza un producto sistemático, pudiéndose entonces compartir el célebre pesimismo que exhibió Von Kirchmann en 1848, para quien «la ciencia, al hacer del azar su objeto, se convierte ella misma en azar: tres palabras rectificadoras del legislador y bibliotecas enteras se convierten en papeles inútiles» (1999, p. 139).


			No obstante, el que la producción normativa esté a cargo de autoridades no implica que dicho producto carezca de racionalidad, pues es posible asumir que, al producir el material normativo, el legislador sigue pautas que incorporan una cierta racionalidad procedimental. Esta idea, recuerda Caracciolo, se asocia con la categoría weberiana de la «dominación burocrática racional», ejercida mediante pautas normativas generales, lo que permite predecir las circunstancias en que se va a utilizar la coacción o en las que se van a producir los cambios normativos, haciendo posible un entorno social previsible (2000, p. 162). Desde esta perspectiva, el procedimiento legislativo dista de ser azaroso y, por el contrario, se somete él mismo a reglas preestablecidas que le dotan de racionalidad. 


			De un modo parcialmente coincidente, recuerda Prieto que «la ciencia jurídica positivista fue capaz de formular en términos diferentes la idea de sistemática del ordenamiento merced a una concepción centralizada del poder y a un planteamiento formal de las llamadas fuentes del derecho [...] la multiplicidad de disposiciones se reconduce a unidad ya sea en la persona física del soberano, ya sea en la persona ficticia del Estado; son jurídicas todas aquellas normas que directa o indirectamente, a través de giros más o menos tortuosos, puedan hacerse descansar en la voluntad de un poder supremo» (Prieto, 1987, p. 129). 


			Podría suponerse, entonces, que si la producción normativa está a cargo de una autoridad centralizada (el legislador) y que esta, además, sigue pautas preestablecidas, la sistematicidad del derecho constituye un rasgo a ser descrito por la ciencia jurídica. No obstante, aclara Caracciolo, esto revelaría un uso ontológico ingenuo de la noción de sistema, pues no advierte, por ejemplo, que la propia noción de «legislador» tiene ineludibles componentes teóricos (Caracciolo, 2000, p. 163). De ahí que, aunque importante, resulte necesario algo más que la sola racionalidad procedimental empleada por el legislador para garantizar la sistematicidad de un conjunto de normas jurídicas. 


			Así, aunque las normas producidas por el legislador puedan decirse racionales (en una dimensión formal, en tanto que producidas mediante un procedimiento) o, incluso, aunque pudieran contener elementos orientados a la sistematicidad (por ejemplo, las normas del propio legislador referidas a la jerarquía normativa), esto no garantiza que las normas así producidas constituyan un sistema que solo tenga que ser descrito. La idea extendida de sistema jurídico, a la que aludimos en el inicio de este capítulo, se refiere a algo más que la agregación de normas emanadas de un mismo centro de producción.


			Siendo necesario hacer mayores precisiones a la definición inicial de sistema, recurriremos a una distinción conceptual, aportada por la tradición analítica italiana, entre ordenamiento jurídico y sistema jurídico (cfr. Bobbio, 1987, pp. 177-179; Tarello, 1995, p. 160; Guastini, 2004, p. 270)2. Según esta, mientras que la primera expresión alude a un conjunto unitario de normas (lo que no supondría sino una especificación de nuestra definición inicial en un ámbito normativo), la segunda expresión alude a un conjunto unitario de normas con ciertas características: se trata de un conjunto normativo coherente, pues sus normas comparten un fundamento común de validez formal y axiológica, y consistente, pues sus normas carecen de antinomias, conflictos lógicos e incompatibilidades entre sí (Guastini, 2004, pp. 270-272). 


			A partir de esta nueva definición, es claro que la sola producción normativa, aunque provenga de órganos estatales que integran una estructura de poder organizado que le dota de unidad, no garantiza un producto sistemático pues, por ejemplo, es frecuente la presencia de normas inválidas, conflictivas o antinómicas. 


			Esto nos lleva a una nueva constatación: la sistematicidad del derecho no es una cualidad que posean las normas, aunque estas sean emitidas por centros de producción organizados en torno a una cierta estructura, que pueda ser simplemente descrita. Su realización requiere elementos adicionales, y para comprenderlo resulta necesario recurrir a una nueva distinción, esta vez, entre disposición jurídica y norma jurídica. Mientras la primera expresión alude a un enunciado jurídico, a un texto jurídico emitido por una autoridad competente, la segunda alude al contenido de significado de dicho enunciado, tal como resulta de su interpretación (Guastini, 1999, pp. 100-101). 


			Considerando conjuntamente ambas distinciones, tenemos que «ordenamiento jurídico» alude a un conjunto unitario de disposiciones jurídicas producidas por el legislador o, en general, por cualquier órgano jurídicamente competente, conjunto que puede ser descrito. «Sistema jurídico», por su parte, alude al producto de una actividad técnica de tipo interpretativo, por medio de la cual los contenidos de las disposiciones jurídicas son puestos en una relación recíproca de tipo coherente y consistente (Aarnio, 1991, p. 185). A diferencia del ordenamiento jurídico, el sistema jurídico no es algo a ser descrito sino, en cierto sentido, elaborado. Sin embargo, tratándose de un ideal regulativo, la sistematicidad de un conjunto normativo ha de entenderse como un rasgo gradual, que ha de satisfacerse en la mayor medida posible.


			En efecto, la sistematización de un determinado conjunto de normas dista de ser una descripción, y se debe entender, más bien, como una reconstrucción de dicho material normativo mediante el uso de criterios rigurosos para hacer de tal conjunto de normas un sistema normativo, es decir un conjunto cuyos elementos sean formal y sustancialmente compatibles entre sí. Esta actividad de elaboración del sistema jurídico o sistematización está a cargo del saber jurídico tradicional: la dogmática jurídica, es decir, la disciplina que estudia el derecho positivo, y concretamente las normas jurídicas válidas. El dogmático, partiendo de un material normativo previamente identificado como jurídico con base en algún criterio conceptual, trabaja sobre él para obtener una representación sistemática de normas jurídicas. 


			Como señala Vernengo, lo único dado son las normas, entendiendo por tales los textos o disposiciones jurídicas, no así los sistemas jurídicos. Estos, dice, son consecuencia o resultado de la actividad de la ciencia jurídica, lo cual es un hecho contingente en la historia del conocimiento jurídico pues no necesariamente donde hay derecho interviene una ciencia jurídica que elabore una presentación sistemática de dicho material normativo (Vernengo, 1986, p. 234). Es un modo a través del cual, quienes nos reconocemos en una determinada tradición jurídica consideramos racional presentar el derecho, actividad no carente de efectos pues, entre otras cosas, dicha presentación sistemática constituye un criterio de aceptación y uso de tales normas, además de limitar el ámbito de discrecionalidad de quien decide casos con base en ellas.


			En esta línea, en una cita que resume muchas cosas anteriormente señaladas, destaca Prieto que «la sistematización del derecho es, por tanto, una actividad teórica. Pero ello tampoco significa que represente un ejercicio de ociosidad intelectual. Concebir el derecho como sistema nos ayudará a comprender cómo opera realmente un sistema jurídico; problemas como la identidad del derecho, las lagunas o las antinomias se comprenden mejor desde este enfoque. Si se quiere, la concepción del derecho como sistema nos proporciona un ideal a partir del que podemos analizar la realidad del derecho. Si éste fuera un sistema, entonces podría predicarse su racionalidad, pero el derecho positivo no es fruto de la razón, sino de la voluntad; su presentación sistemática puede conferirle, sin embargo, visos de racionalidad» (Prieto, 2005, p. 106). 


			La representación sistemática de un conjunto de normas determinado es, pues, el resultado de una labor dogmática, por lo que, con el fin de conseguir tal objetivo en relación con las normas jurídicas nacionales, que es el propósito de esta investigación, es necesario atender, en primer lugar, a algunos rasgos que definen la actividad dogmática. 


			2.	La dogmática jurídica y la sistematización del derecho 


			Definir la dogmática jurídica no es una tarea sencilla, pues se trata de una disciplina cuyos rasgos han variado y perfilado a través de los años hasta asumir las características de lo que se ha venido a denominar la ciencia jurídica moderna. Si bien la figura del jurista puede rastrearse desde la jurisprudencia romana, la expresión «dogmática jurídica» es de uso relativamente reciente, consolidándose a partir de la Escuela histórica, desde mediados del siglo XIX. 


			Esta modalidad de investigación jurídica, identificada con la tradición jurídica continental, es típica de los países en los que predomina el derecho legislado y se distingue por asumir como dogmas, es decir, como un objeto de estudio privilegiado e irrenunciable3, el contenido de las normas positivas a las que describe y sistematiza, ofreciendo al operador jurídico propuestas de solución a casos problemáticos con base en ellas. 


			Ahora bien, siendo muchos los saberes que tienen al derecho por objeto de estudio y que cuentan con distintos estatutos epistemológicos, cabe precisar dos rasgos que caracterizan y distinguen a la dogmática jurídica de otros saberes jurídicos (Atienza, 1985, pp. 275-276). 


			El primero es que su objeto de estudio está determinado por un cierto conjunto (o subconjunto) de normas jurídicas, dotado de vigencia (Aarnio, 1991, p. 45)4. Esto supone que la dogmática jurídica no estudia todo un ordenamiento jurídico, sino que se limita a solo un fragmento de un sistema jurídico vigente. Así, por ejemplo, la dogmática no elabora tratados generales de derecho penal o derecho civil, ni tratados generales de derecho peruano, español o italiano. Combinando ambas variables, la dogmática jurídica produce tratados de derecho penal español o tratados de derecho civil peruano, o, más específicamente, de derecho de familia en el sistema jurídico peruano o, más específico aún, de filiación en el derecho peruano (Atienza, 2001, pp. 226, 239). Es decir, trabaja una parcela normativa acotada de un sistema jurídico vigente, parcela formada por aquellos enunciados válidos que son relevantes para la materia que interesa elucidar.


			Este rasgo permite distinguir la dogmática jurídica tanto de la teoría general del derecho, cuyo objeto de estudio es el derecho en general5, del derecho comparado, que coteja y analiza las instituciones de más de un sistema jurídico, así como de la historia del derecho, que se ocupa de los sistemas jurídicos extintos, que estuvieron vigentes en el pasado.


			El segundo es que las proposiciones de la dogmática jurídica se caracterizan por asumir el punto de vista interno en relación con las normas jurídicas que estudia. Esto implica que acepta y se adhiere a dichas normas como criterios válidos de uso en la práctica jurídica (Nino, 2003, p. 322). En este sentido, el dogmático se encuentra entre los mismos destinatarios de las normas y asume las normas vigentes como criterio exclusivo de regulación de los comportamientos.


			Esta última característica permite distinguir la dogmática jurídica de las ciencias sociales que, como la sociología del derecho, asumen el punto de vista externo y, por lo tanto, se interesan, desde una perspectiva causal, por la interrelación de hechos y regularidades de comportamientos, analizando, por ejemplo, cómo una norma es obedecida.


			Al asumir el punto de vista epistemológicamente interno, la labor dogmática está condicionada por el conocimiento de la estructura interna del sistema normativo. Dichas conexiones sistemáticas le confieren al dogmático la posibilidad de dar respuesta a los problemas que plantea su disciplina, distinguiéndose así a quienes cuentan con formación jurídica de quienes examinan al derecho desde fuera del sistema de normas. No obstante, aunque el dogmático asuma un rol interno a la práctica jurídica, no es correcto equipararlo con los razonamientos que en dicha práctica realizan abogados en su práctica profesional que, siguiendo a Aarnio, podríamos denominar la práctica jurídica normal6. 


			Aarnio centra esta diferencia en la denominada actitud científica del dogmático, de la que carece el abogado en la práctica jurídica normal. En el trabajo dogmático esta actitud se verifica precisamente en la labor de sistematización de las normas jurídicas que realiza, pues, para ello, requiere formular teorías que muy bien pueden ser comparadas con las de otras ciencias. Basado en estas teorías, el resultado de su labor ofrece mayores garantías metodológicas (pues, por ejemplo, son más controlables) que las de la práctica jurídica normal respecto a su corrección. Es por ello, concluye este autor, que «la dogmática jurídica produce “mejores” resultados que las creencias prácticas cotidianas acerca de lo que es correcto o falso de acuerdo con el orden jurídico» (Aarnio, 1991, pp. 49-50).


			Pasando de los rasgos a las funciones que asume esta disciplina, Alexy identifica las siguientes actividades como las principales tareas de la dogmática jurídica: «(1) la descripción del derecho vigente, (2) su análisis sistemático y conceptual y (3) la elaboración de propuestas para la solución de casos jurídicos problemáticos» (Alexy, 2007, p. 346). Parcialmente coincidente es la posición de Atienza quien destaca las siguientes tres funciones como las esenciales de la dogmática jurídica: «1) suministrar criterios para la producción del Derecho en la diversas instancias en que ello tiene lugar; 2) suministrar criterios para la aplicación del Derecho; 3) ordenar y sistematizar un sector del ordenamiento jurídico» (Atienza, 2006, p. 29)7. 


			Más allá de puntuales distinciones, resulta claro que la dogmática jurídica ejerce un rol de intermediación entre el derecho positivo y las distintas actividades jurídicas, principalmente, la aplicación de las normas jurídicas generales a casos concretos mediante el suministro de criterios que estabilicen las posibles interpretaciones de tales normas, aunque también para el eventual cambio de las normas analizadas o la producción de nuevas normas jurídicas. Para ello, el dogmático deberá previamente describir, interpretar, recurrir a conceptos y teorías, en general, sistematizar el derecho positivo vigente que estudia. La apreciación conjunta de los rasgos que caracterizan la dogmática jurídica y las funciones que esta cumple en la práctica jurídica permiten inferir —siguiendo a Atienza— interesantes conclusiones. 


			La primera de ellas es que la dogmática jurídica es una disciplina normativa en tres sentidos. Es normativa en cuanto a su objeto, pues este consiste, esencialmente, en normas. Es también normativa en cuanto a su método pues el jurista dogmático no busca analizar las normas jurídicas desde un punto de vista causal, explicando los efectos de las normas en el sistema social, sino desde un punto de vista normativo, suministrando criterios para el desarrollo y funcionamiento del derecho. Finalmente, es normativa en cuanto a su función, ya que contribuye a moldear el material jurídico que constituye, al mismo tiempo, su objeto de estudio (Atienza, 1985, p. 277). 


			La segunda conclusión, es que el saber jurídico tradicional es una actividad valorativa y no simplemente descriptiva. Ello porque se orienta hacia la aplicación e interpretación del derecho, que no son operaciones mecánicas, sino que presuponen e involucran valoraciones. Es también una actividad valorativa en la medida en que suministra criterios para modificar el derecho. Y, finalmente, lo es también porque la elaboración de un sistema conceptual que permite referirse al derecho vigente exige contar con los valores que subyacen a las normas y principios de un determinado ordenamiento jurídico (Atienza, 1985, pp. 277-278). 


			La tercera conclusión es que la dogmática jurídica persigue una finalidad eminentemente práctica, que se manifiesta en el desarrollo de las funciones antes aludidas. Por ello, destaca Atienza, la dogmática jurídica no es una ciencia porque su objetivo no es conocer por conocer, sino conocer para señalar luego cómo, dadas ciertas condiciones, se puede producir un determinado resultado; es decir, conocer para actuar, permitiendo la realización y evolución del derecho positivo (1985, p. 278). En esta misma línea, dice Aarnio, la dogmática jurídica es una disciplina práctica, o un estudio cercano a la práctica, que sirve de fuente de argumentos prácticos empleados en el razonamiento jurídico como fundamento de sus decisiones (Aarnio, 2011, p. 19). Así, las actividades de distinto tipo (cognoscitivo y práctico) que desarrolla el dogmático no están desvinculadas, sino que las primeras han de estar dirigidas a la mejor realización posible de las segundas; por ello, la dogmática no consiste en un conocimiento por sí mismo de las normas estudiadas sino en un saber orientado a su mejor aplicación práctica8. 


			Estas conclusiones, a su vez, destacan algunos aspectos de la dogmática jurídica que explican la dificultad para clarificar su estatuto epistemológico. La dogmática jurídica es un saber polémico y lo es desde su propia denominación, ciertamente inusual en el contexto de la cultura contemporánea, en el que no es fácil de explicar que alguien hoy se dedique profesionalmente a una actividad calificada por él mismo y por la comunidad jurídica en general como «dogmática» (Atienza, 2014, p. 115).


			La asunción como «dogmática» de las normas jurídicas por parte de los juristas permitiría asimilar su actividad con la del teólogo, quien asume como dogmas los textos sagrados que le resultan inmodificables. No obstante, hay ciertas diferencias que sugieren que la eventual asimilación de ambas actividades solo cabe como una metáfora. Si bien el dogmático se somete a la autoridad del derecho que le impone límites infranqueables (de ahí que considere los mandatos jurídicos como «dogmas», o como puntos de partida que no puede desconocer), el jurista tiene un mayor margen de acción para su interpretación y, sobre todo, puede contribuir a su cambio proponiendo criterios para su modificación, lo que ciertamente no le está permitido al teólogo, pues cambiar las verdades teológicas (los dogmas) no significar hacer progresar la teología sino destruirla (Atienza, 2014, p. 127). 


			La dogmática jurídica tampoco es una ciencia, pues a pesar de que en la dogmática, como en la ciencia, el cultor puede contribuir en diferentes medidas al cambio de su objeto de estudio (en el caso de la ciencia sucede en relación con los paradigmas científicos), la dogmática jurídica carece de métodos rigurosos que pudieran satisfacer los estándares científicos. Asimismo, aunque en ambas disciplinas el conocimiento producido se asocie luego con efectos y aplicaciones prácticas, el objetivo de la dogmática jurídica es eminentemente práctico, toda vez que estudia un instrumento socialmente diseñado para intervenir en la realidad social. La ciencia, al ocuparse de fenómenos naturalmente dados, persigue entre sus objetivos el conocimiento de los fenómenos por sí mismos. 


			En esta línea, sugiere Atienza que la dogmática jurídica debería poder ser reconstruida como una técnica, más específicamente, una técnica social «cuyo cometido fundamental no sería (no debería ser) obtener conocimiento (describir o sistematizar un sector del ordenamiento jurídico) sino resolver (en un cierto nivel de abstracción) un tipo peculiar de problema práctico referido a la aplicación, la interpretación y la producción 
del Derecho» (2014, p. 132). Así, concluye, «los problemas característicos de la dogmática son de tipo práctico, al igual que son prácticos sus objetivos o funciones; la forma de proceder de la dogmática se asemeja más que al método científico al tecnológico, en el que funcionaría la secuencia: problema práctico-diseño-prototipo-prueba-corrección del diseño o reformulación del problema; en la actividad de la dogmática jurídica, los juicios de valor —morales y políticos— desempeñan un papel relevante» (2014, pp. 134-135).


			Ahora bien, a diferencia de otras técnicas socialmente relevantes, como la medicina, en las que su finalidad está relativamente bien definida, como es curar o prevenir enfermedades, en el caso del derecho no es fácil encontrar tal consenso salvo en torno a categorías muy amplias como la justicia, que da lugar a profundos desacuerdos que se trasladan al campo de la dogmática; de ahí, recuerda Atienza, se explica la clásica contraposición entre quienes conciben una dogmática esencialmente encaminada a lograr la seguridad jurídica o la justicia material. De este modo, mientras que la medicina puede configurarse como una técnica orientada a descubrir e implementar los medios para la realización de su indubitable fin, en el derecho juega un papel fundamental la deliberación respecto a los fines y valores. De ahí infiere el autor el sentido práctico de la dogmática, en el sentido de razón práctica, pues no estando los fines previamente dados no puede decirse que se trata de un conocimiento estrictamente técnico (Atienza, 2014, pp. 153-155).


			A pesar de la potencialidad de esta apertura de la dogmática hacia la articulación de la razón instrumental con la razón práctica, que advierte Atienza, precisa este autor que en el mundo latino, debido a su vínculo con el paradigma positivista, el modelo prevaleciente de dogmática jurídica se caracteriza más bien en torno a los siguientes rasgos: «Está profundamente anclado en el formalismo jurídico como concepción del derecho; tiende a aislar la dogmática del resto de los saberes sociales; es reacio a la incorporación de nuevos métodos procedentes de la lingüística, la economía, la lógica, etc.; subraya la función descriptiva y sistemática de la dogmática y tiende a negar (o a ocultar) la de carácter práctico; presenta la dogmática como un saber neutral, estrictamente separado de la política y de la moral; se centra en el derecho formalmente válido y no en el derecho en acción; se desentiende de los valores sustantivos del derecho y privilegia ante todo el de la seguridad jurídica (los valores formales); propende al uso de argumentos basados en la autoridad y dirigidos a interpretar en forma preferentemente literal las normas, mientras que es reacio a la utilización de argumentos teleológicos o valorativos» (p. 140).


			Es el mencionado componente moral y político de la dogmática lo que, a entender de Atienza, le hace incompatible con una concepción positivista del derecho (p. 156). De ahí que proponga un modelo alternativo de dogmática jurídica acorde con el modelo de Estado constitucional de derecho. Así, Atienza concibe la dogmática jurídica como un híbrido entre técnica social y filosofía práctica, para lo que propone el término de tecno-praxis, es decir, «la fusión entre el campo de la técnica y del pensamiento de acción dirigidos a la vida moral y política de los hombres, que Aristóteles llamó praxis» (p. 159). De este modo, a su entender, la actividad dogmática debería estar presidida por un tipo de racionalidad que incluyera no solo la deliberación sobre los medios adecuados para alcanzar ciertos fines, sino también la deliberación sobre esos fines y sobre los valores en que los mismos se sustentan (p. 159). El problema, en todo caso, estaría en determinar aquellos fines y valores a ser considerados en el análisis dogmático pues, como advertía en un trabajo anterior, «la dificultad aquí estriba en determinar hasta qué punto el jurista teórico se somete a los valores plasmados en el ordenamiento, o bien se orienta en su labor según su personal sistema valorativo [...] el punto de vista del dogmático presupone la aceptación de las normas y, por lo tanto, de los valores del ordenamiento; pero los valores en que se inspiran los sistemas jurídicos, cuando se trata de Estados democráticos, son suficientemente amplios como para permitir interpretaciones muy diversas sin salirse de los límites trazados por los mismos» (Atienza, 1985, pp. 277-278).


			Al margen del amplio grado de coincidencia con las tesis de Atienza sobre la dogmática jurídica, es posible discrepar en un punto sobre el que basa su análisis: la incompatibilidad entre el positivismo jurídico y la caracterización de la dogmática jurídica como una actividad técnica, práctica y con indudables componentes valorativos. Ello pues, a nuestro entender, la mejor caracterización de un jurista políticamente comprometido con una actividad profundamente valorativa fue la desarrollada en la década de 1960 por Uberto Scarpelli, precisamente desde la tesis positivistas, aunque ciertamente desde una versión desatendida en el análisis de Atienza9. En un extremo ejercicio de síntesis, cabría destacar que, para Scarpelli, el jurista positivista no es un científico movido por el interés de hacer ciencia, sino que hace ciencia —o al menos adopta ciertos procedimientos y actitudes científicas— para concretar los fines e intereses políticos del Estado moderno, básicamente la primacía y la manifestación de una voluntad política bajo la forma de la ley. Por tanto, se trata de un jurista políticamente comprometido con la finalidad hacia la que orienta su actividad y a la cual supedita sus formas científicas de pensar, de expresarse y de actuar. En sus términos, «los juristas no pueden reducirse al papel de simples espectadores, sino que deben considerarse como actores de la historia del Estado moderno, políticamente comprometidos a favor de su afirmación y su mantenimiento» (Scarpelli, 2001, pp. 49-50). 


			Ciertamente, han sido muchas las vicisitudes que han transformado el Estado moderno para dar forma al Estado constitucional de derecho, poniendo en cuestión numerosas categorías de aquel modelo de organización política en que se fundamentaba el positivismo scarpelliano10. La centralidad de la figura del legislador y la defensa de su voluntad política han cedido ante el protagonismo de los principios y de la actividad de los jueces. El derecho ha difuminado sus límites, por lo que el origen de sus normas puede no estar ya determinado por su validez formal; la unidad que antes exhibía en torno a la cerrada distinción entre estándares jurídicos y no jurídicos, y la consiguiente apertura en cuanto a la solución de los casos, signada por la discrecionalidad, ceden paso a la unidad en la forma de una solución correcta para cada caso, y la consiguiente apertura en cuanto a la identificación de los estándares jurídicos (Aguiló, 2000, pp. 155 y ss.)11. 


			Ahora bien, a nuestro entender, estos cambios no implican que los sistemas jurídicos contemporáneos no precisen ciertos fines y valores (por lo que estos tendrían que ser asignados por el juez en cada caso) o que los valores reivindicados por el positivismo jurídico, en la versión scarpelliana, hayan sido superados. En los sistemas jurídicos constitucionalizados, las reglas coexisten e interactúan con los principios en una dialéctica constante, que involucra a los distintos roles jurídicos (legislador, juez, dogmática). Para el derecho es tan importante la dimensión axiológica reivindicada ahora por el postpositivismo, como la dimensión regulativa e institucional reivindicada por la tradición positivista de línea scarpelliana, que en el contexto actual llega a denominarse positivismo axiológico o normativo. El hecho de que el nuevo paradigma enfatice la primera dimensión no puede desconocer o suprimir las otras sin desnaturalizar nuestras prácticas jurídicas. El reto está en determinar el punto de equilibrio entre ambas dimensiones, para realizar, a través de la institucionalidad del derecho, los valores que persiguen sus reglas.


			En este nuevo contexto, una tarea central de la teoría del derecho y, con ella, de la dogmática jurídica, consiste en reconstruir nuestras prácticas jurídicas equilibrando las reglas y los principios (por ejemplo, precisando los casos en los que se justifique la derrotabilidad de las reglas por la exigencia de los principios) y explicitando los valores en los que estos enunciados se sustentan. Como bien señalan Atienza y Ruiz Manero, «a nuestro juicio, uno de los criterios centrales desde los que evaluar distintas teorías del derecho es el de su capacidad para dar cuenta de cómo, y en qué punto intermedio, se articula y resuelve la tensión entre lo que podríamos llamar el polo de las reglas —vinculado a la predictibilidad y a la reducción de la complejidad en la toma de decisiones— y el polo de los principios —vinculado a la coherencia valorativa de esas mismas decisiones» (Atienza & Ruiz Manero, 2009, p. 235).


			Así, a nuestro entender, la dogmática jurídica y la figura del jurista adquieren una mayor relevancia y trascendencia en la práctica jurídica en un contexto como el actual, al tener que contribuir a la estabilización del discurso jurídico, desde la identificación de sus enunciados hasta su interpretación y ponderación, para su eventual aplicación a casos concretos. Es más, aunque la dogmática jurídica carece ciertamente de la legitimidad del juez o del legislador, así como de la institucionalidad de estos órganos, ella exhibe ventajas de las que carecen aquellos, como la posibilidad de discutir con mucha mayor amplitud y participación sobre criterios de interpretación, lo cual genera acuerdos mucho más racionales por haber sido suficientemente debatidos y contrastados. En este contexto, como dice Atienza, la dogmática se convierte en la factoría de los grandes argumentos en el derecho.


			De este modo, el jurista sigue estando comprometido con valores, que son los del nuevo modelo de organización política. Si antes consolidaba la voluntad política del legislador con sus interpretaciones, hoy toma en cuenta dicha voluntad como un dato más, aunque ciertamente importante, en su afán de concreción y realización de los distintos principios y valores constitucionales. Se trata de un contexto mucho más exigente para su labor, ya que ha de saber articular los valores y principios reconocidos o sugeridos por el sistema jurídico, para expresarlos en forma de reglas. Estas, sin embargo, siempre podrán ser derrotadas ante distintas manifestaciones de tales valores y principios frente a nuevas circunstancias, lo cual obliga a su discusión dogmática y a la elaboración de nuevas pautas, y así sucesivamente. La dogmática, pues, debe ser entendida como el mejor espacio de una (cierta) estabilización del discurso jurídico dinámico. En el actual contexto, el dogmático ha de ser el instrumento de realización, a través de la legalidad, de los valores constitucionales en la práctica jurídica12.


			Tras todo lo expuesto, contamos con un panorama más claro en relación con la dogmática jurídica, por lo que cabe retomar el problema de la manera en que lleva a cabo la representación sistemática de las normas jurídicas que estudia. Para ello tomaremos en cuenta dos relevantes propuestas teóricas sobre la dogmática jurídica y su labor de sistematización del derecho, a fin de poder asumir, tras su revisión, un derrotero a seguir.


			2.1.	Un punto de partida: la propuesta de Alchourrón y Bulygin


			Uno de los más importantes intentos de explicación de esta compleja labor que realiza la dogmática al sistematizar los ordenamientos jurídicos es el que presentan Carlos Alchourrón y Eugenio Bulygin en la ya citada clásica obra, Normative Systems, de 1971. En relación con el conjunto de las normas jurídicas, como fuera dicho, precisan los autores que, junto con la descripción del derecho positivo, una de las principales tareas de la ciencia jurídica consiste en presentar dicho material en forma ordenada o sistemática para facilitar su manejo por parte de los operadores. Sin embargo, destacan, «la descripción del derecho no consiste en la mera transcripción de las leyes y de las otras normas jurídicas, sino que comprende, además, la operación que los juristas denominan vagamente «interpretación» y que consiste, fundamentalmente, en la determinación de las consecuencias que se derivan de tales normas» (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 113). Esto requiere una mayor explicación.


			Simplificando demasiado la propuesta de los autores, es posible señalar que, con base en las ideas de Tarski, definen el sistema normativo como «un conjunto de enunciados que tiene (algunas) consecuencias normativas» (p. 23)13. Así definido, un sistema normativo nos permitirá determinar, para un cierto problema normativo (por ejemplo, la reivindicación de cosas inmuebles contra terceros poseedores, que es el caso del que se ocupan en el texto) cuál es estatus normativo o deóntico de una determinada acción, es decir, si en dicho sistema normativo una acción (por ejemplo, la reivindicación de un inmueble contra un poseedor de mala fe) se encuentra obligada, prohibida o permitida. 


			Lo anterior será posible en la medida en que se defina tanto el ámbito fáctico como el ámbito normativo del problema. El primero requiere identificar todos los casos posibles que pudieran presentar alguna propiedad relevante en relación con el problema planteado. Así pues, el universo de casos (UC) está integrado por todas las combinaciones posibles de las distintas propiedades presentes en los estados de cosas o situaciones que definen el asunto a ser decidido, propiedades reunidas en el denominado universo de propiedades (UP). Por ejemplo, de ser tres las propiedades relevantes del UP para el problema planteado (buena fe del actual poseedor, buena fe del poseedor anterior y el título oneroso del acto de enajenación), la ausencia o presencia de cada uno de ellas irá configurando cada uno de los ocho casos posibles. Estos casos, que son todos los casos posibles, determinan el ámbito fáctico del modelo (Alchourrón & Bulygin, 2002, pp. 33-35).


			El ámbito normativo, por su parte, está determinado por las posibles respuestas a cada uno de los casos identificados. Una respuesta satisfactoria a la pregunta planteada es una solución al problema, pero una solución maximal es una respuesta completa pues, cuando está correlacionada con un caso, todas las acciones posibles están deónticamente determinadas en ese caso. Así, el conjunto de todas las soluciones maximales conforman el universo de soluciones maximales (USmax). El USMax, es decir, el conjunto de todas las soluciones maximales posibles, determina el ámbito normativo del problema (pp. 36-37).


			Definido el ámbito fáctico y el ámbito normativo del problema, es posible reconstruir el sistema normativo. Para ello se define la norma como enunciados (es decir, expresiones lingüísticas) que correlacionan casos con soluciones, mientras que un conjunto de normas constituye un sistema normativo. Pues bien, para reconstruir el sistema jurídico en relación con el problema planteado, se debe identificar qué normas del derecho positivo se ocupan del problema en cuestión. Para cada una de ellas se deberán identificar los casos y las soluciones que correlacione. Así, el sistema normativo se puede graficar mediante una matriz en la que se aprecie, para cada uno de los casos previamente identificados, la solución establecida en cada una de las normas del sistema. Esta presentación gráfica permite apreciar con mayor claridad si un caso carece de solución en alguna norma (laguna), tiene más de una solución y son incompatibles (incoherencia) o tienen la misma solución en más de una norma (redundancia).


			Provistos de este marco conceptual, es posible sistematizar cualquier conjunto normativo, como el de las normas jurídicas, labor que estaría a cargo de la ciencia jurídica. Así, para la sistematización de normas jurídicas, es preciso determinar previamente los presupuestos de toda sistematización, es decir, la materia, los enunciados del sistema base y las reglas de inferencia. La primera depende del interés del científico y es, por tanto, arbitraria, sin embargo, se trata siempre de un sector de problemas limitado14. El segundo elemento constituye la base axiomática del sistema, que es tomada del conjunto de los enunciados que se consideran válidos en el derecho positivo15. Las reglas de inferencia, por último, determinarán las consecuencias normativas de los enunciados tomados como base, de tal forma que el sistema no solo estará integrado por las normas del sistema básico, sino también por todos los enunciados que sean consecuencia de ellas. En la propuesta de los autores, las reglas de inferencia están determinadas por la lógica jurídica.


			Así definidos, estos tres elementos «determinan el contenido del sistema y la labor del científico consiste en formularlo explícitamente y, a lo más, en reorganizarlo» (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 117). Tras de ello, es posible llevar a cabo la labor de sistematización, que consiste en los siguientes tres pasos: a) determinación del universo de casos y del universo de soluciones, b) derivación de las consecuencias de la base, y c) reformulación del sistema.


			En el primer paso, el jurista determina los casos y las soluciones correspondientes a la materia de que se trata. Esto requiere identificar, en los enunciados del derecho que constituyen la base del sistema, las propiedades relevantes para generar el universo de casos. Tras de ello, en el segundo paso, empleando las reglas de inferencia, el jurista procede a derivar las consecuencias normativas de la base para el universo de casos y de soluciones identificados. Finalmente, la reformulación del sistema consiste en sustituir la base originaria por otra más reducida y general, pero normativamente equivalente. 


			Tras lo expuesto se advierte que, para los autores, la labor del dogmático consiste en (o se limita a) descubrir o poner en evidencia algo que pudiera no estar explicitado, es decir, todas las consecuencias normativas de un conjunto de disposiciones jurídicas tomadas como punto de partida, que constituye la base axiomática del sistema. La presentación clara, ordenada y sistemática de dicha información supone en este modelo el núcleo de la labor dogmática. 


			Enfatizan los autores que el resultado de la labor dogmática mantiene una equivalencia lógica con las disposiciones jurídicas que sirven como base axiomática. Tras su reformulación únicamente se habría sustituido la base originaria por otra que es presentada de una forma más reducida y comprensible, facilitando el manejo del sistema. Así, observando el principio de economía y valiéndose de inferencias deductivas, las normas que forman el sistema base han sido sustituidas por principios generales, expresados en términos con un mayor nivel de abstracción, sin alterar sus consecuencias normativas, es decir, que ambos sistemas, el básico y el reformulado, son idénticos. Esta reformulación no modifica en nada el sistema (esto es tarea propia del legislador, no del científico del derecho) sino que únicamente nos provee de una nueva presentación. Con esta nueva y simple presentación, es posible advertir con nitidez los defectos lógicos del sistema, como las incoherencias y lagunas, permitiéndole al jurista proponer modificaciones al sistema, labor crítica que, aunque sea también es una de las tareas de la ciencia jurídica, excede el marco de la mera sistematización (Alchourrón & Bulygin, 2002, p. 118). 


			La propuesta de Alchourrón y Bulygin se inserta en un esfuerzo por dotar de rigurosidad a la ciencia jurídica, sometiendo su actividad a criterios susceptibles de un control lógico. Claramente, su función no es creativa pues, a lo más, valiéndose de herramientas lógicas, el dogmático explicita lo que está oculto en las normas del sistema. Incluso, la reformulación del sistema tras el despliegue de todas las consecuencias lógicas de las normas, aunque supone una sustitución de términos, tiene como límite la equivalencia lógica con el sistema básico. No obstante, los autores aclaran que, aunque la relación entre los enunciados de la base originaria y los enunciados de la nueva base (los principios generales) sea una inferencia deductiva, «[esto] no significa en modo alguno que la tarea sistematizadora de la ciencia jurídica sea una actividad puramente mecánica» (p. 133). En efecto, destacan que, al igual que en la lógica o las matemáticas, hay problemas como el hallazgo de una conclusión, la construcción de una prueba o el examen de una prueba dada, para los que no existen procedimientos efectivos de solución, es decir, un procedimiento reglado que asegure una respuesta unívoca. En estricto, destacan que en la sistematización de los sistemas jurídicos, al reformular el sistema básico, el descubrimiento de los principios generales implícitos «exige un considerable grado de ingenio, imaginación creadora e intuición» (p. 136). Sin embargo, aunque este pueda ser un procedimiento no riguroso, aclaran que este rasgo creativo de la actividad dogmática no implica propiamente la creación de nuevos enunciados de derecho.


			La propuesta cuenta con un innegable rigor conceptual que la sitúa entre los posibles modelos de ciencia jurídica; sin embargo, no está exenta de problemas. Al respecto, destaca Nino que situar la labor de sistematización como prioritaria de la ciencia jurídica ofrece un prospecto reconfortante al jurista preocupado por la jerarquía intelectual de su actividad. Así, aunque se limite su actividad, su labor se reviste de una particular exigencia que demanda un cuidadoso entrenamiento y el desarrollo de cualidades intelectuales específicas. En la medida que infiera lógicamente las consecuencias de las normas básicas y las reemplace por principios generales equivalentes, su actividad resulta análoga a la del físico o a la del matemático, quienes, como el jurista, se dedican a construir sistemas a partir de ciertos enunciados primitivos considerados relevantes (Nino, 1999, p. 63). 


			No obstante, este encumbramiento de la sistematización normativa en la ciencia jurídica conlleva ciertos problemas desatendidos en la propuesta. Para empezar, dice Nino, esta actividad sistematizadora tendría pocas ocasiones de ponerse de manifiesto pues solo podría ejercerse esporádicamente respecto de sectores muy limitados de un orden jurídico (p. 64). Adicionalmente, en muchos casos la completa explicitación de las consecuencias lógicas de las normas básicas es de imposible realización, ya que tales consecuencias pueden ser infinitas. En muchos otros casos, además, es irrazonable, ya que la mayoría de las consecuencias son obvias y triviales.


			Más aún, advierte Nino que las operaciones de sistematización confiadas a la dogmática —de carácter eminentemente sintáctico— no pueden realizarse con independencia de otro tipo de operaciones que no tienen carácter lógico ni empírico, sino que, más bien, requieren necesariamente recurrir a consideraciones axiológicas y pragmáticas, como atribuir una interpretación semántica a ciertas formulaciones lingüísticas como son los textos legislativos (pp. 67-68)16. A favor de los autores podría decirse que su propuesta, aunque centrada en las labores cognoscitivas, no excluye tareas como las mencionadas como parte de lo que pueden realizar los juristas. No obstante, destaca Nino que muchos pasajes de la obra revelan la opción de los autores por limitar la labor de los juristas a funciones empíricas y lógicas, relegando toda otra labor a otros órganos. Ello la vuelve una propuesta normativa, que postula aquello que los juristas deberían realizar para hacer científica su disciplina. El costo de ello, sin embargo, es dar una visión rigurosa pero limitada de la actividad dogmática, que no se corresponde con la práctica jurídica habitual.


			En efecto, aunque la dimensión formal y lógica resulta necesaria en la sistematización del derecho, no resulta suficiente. Como destaca Aarnio, la propuesta de Alchourrón y Bulygin no es solo aceptable sino también importante en muchos aspectos, aunque no cubre todos los rasgos esenciales del trabajo dogmático cotidiano (Aarnio, 1986, p. 164). La labor dogmática resulta ser algo más que descubrir, explicitar algo ya dado, y presentarlo del modo más simple posible ciertamente implica algo más que el empleo de procedimientos lógicos. Si no es posible (aún) confiar esta labor a las computadoras es porque esperamos algo más que la sola enunciación y ordenación de consecuencias lógicas. En la línea de lo advertido por Nino, la labor dogmática exige tomar constantes decisiones que implican un grado de intervención en el conjunto normativo básico. El resultado no será solo la presentación simplificada de dicho material normativo sino una presentación transformada de este, traduciendo los enunciados originales en normas que expresen la mejor lectura posible de tales disposiciones, que permita suministrar al operador del derecho la solución más satisfactoria para los casos concretos que debe enfrentar.


			Así, sin obviar la necesidad e importancia de la dimensión lógica en la labor dogmática de sistematizar el derecho —en la que prácticamente se agota la propuesta de Alchourrón y Bulygin—, es necesario añadir elementos que, trascendiendo la descripción del material normativo inicial —así como su equivalencia lógica con el sistema resultante— se oriente a una transformación de dicho material normativo, haciéndolo apto para su trabajo en casos concretos. El riesgo de esta opción es evidente: la dimensión lógica, si bien constriñe, asegura un alto nivel de verificación y control de las decisiones adoptadas con base en sus reglas; por el contrario, toda pretensión de trascender sus límites no contaría con los criterios de control, de similar fiabilidad y de certeza que exhibe la lógica. El reto, pues, es reconstruir la dogmática jurídica, considerando la complejidad de su función, sin que por ello pierda su carácter racional y controlable. Ello exige un enfoque complementario al hasta aquí presentado.


			2.2.	Un nuevo enfoque: la propuesta de Aulis Aarnio


			El estudio doctrinal del derecho, así como los procedimientos de formación y criterios de corrección de los enunciados de la dogmática jurídica, tiene un rol central en la obra del finés Aulis Aarnio. Como recuerda Ruiz Manero, quizás el rasgo más sobresaliente en el conjunto de trabajos filosófico-jurídicos de Aarnio sea su capacidad para vincular elementos y problemas provenientes de la dogmática jurídica (siendo él mismo un dogmático del derecho civil finés) con perspectivas y orientaciones pertenecientes a la filosofía general (Ruiz Manero, 1985, p. 209). Destacan, en particular, los trabajos desarrollados por Thomas Kuhn en su apoyo a los planteamientos de la filosofía de la ciencia17.


			En la propuesta de Aarnio, la labor dogmática conjuga dos actividades: la sistematización (dimensión teórica de la dogmática) y la interpretación (dimensión práctica de la dogmática), las cuales mantienen entre sí una relación recíproca pues, en sus términos, «la sistematización ofrece un esquema para la interpretación jurídica y toda interpretación tiene que ser realizada dentro de una cierta sistematización» (Aarnio, 1991, p. 185). El sistema jurídico será, entonces, el producto de esta actividad conjunta (sistematización e interpretación) es decir, una concepción sistematizada del orden jurídico. 


			La sistematización, para Aarnio, es mucho más que una reformulación de las normas que permita dar una presentación más simple y clara, como en el modelo de Alchourrón y Bulygin. En su propuesta, la sistematización supone una verdadera transformación de dicho conjunto normativo, en el que las normas jurídicas no son tomadas como base axiomática para derivar los enunciados lógicamente contenidos en ellas sino, más bien, que las normas identificadas como jurídicas actúan como insumos a ser procesados en el marco de una determinada teoría y leídas a la luz de sus conceptos. Así, se produce una transformación científica que vuelve el ordenamiento jurídico en un sistema jurídico. 


			En esta línea, la sistematización se realiza sobre la base de una teoría, estructura conceptual externa al propio sistema de fuentes formales del derecho positivo, que sirve como plataforma para ordenar y dotar de coherencia el disperso conjunto de disposiciones normativas sobre un tema producidas por el legislador y por los distintos centros de producción normativa. Esta teoría, sin embargo, se encuentra validada en el ámbito de la dogmática, al ser aceptada y compartida por los partícipes en dicha práctica. En este punto, cabría retomar el comentado recurso del autor a las categorías propuestas por Kuhn. 


			Según Kuhn, la ciencia se caracteriza, básicamente, por el uso de instrumentos conceptuales. Aprender ciencia implica entrenarse en el uso de tales conceptos y en su empleo práctico. Producto de dicho aprendizaje, los científicos adoptan determinados esquemas unificadores que definen su campo y metodología de estudio (Kuhn, 2012; Aarnio, 1986, p. 164; Aarnio, 1991, p. 190). En el devenir de las disciplinas científicas, se suceden períodos de cambios y de estabilidad. La ciencia, plantea Kuhn, no se desarrolla por acumulación sino por el cambio de paradigmas, que expresan los sucesivos consensos de la comunidad científica sobre aquello de lo que debe ocuparse dicha disciplina y el modo de conseguirlo. Cuando un paradigma se ha estabilizado —tras haber logrado el consenso necesario para reconocerse como tal— es que surge un período denominado de ciencia normal. 


			La poca precisión con la que Kuhn definió el paradigma determinó su cambio por el de matriz, es decir, un marco que conecta a los científicos (Kuhn, 2012, pp. 312 y ss.; Aarnio, 2011, p. 89)18. Esta, dice Aarnio, es «una estructura que vincula a los científicos; una estructura que explica el hecho de que la comunicación científica entre los científicos es relativamente poco problemática y de que existe una relativamente gran unanimidad en la comunidad científica acerca de las “opiniones profesionales” sobre la investigación […] la matriz permite entender por qué se puede lograr algún nivel de consenso acerca de qué es la ciencia en general, acerca de qué es la ciencia en el sentido de algún campo especial (por ejemplo, acerca de qué es la ciencia del derecho) y aun acerca de qué es buena ciencia» (Aarnio, 1991, p. 52). 


			La matriz se compondría, por ejemplo, por los siguientes elementos: (i) una generalización simbólica, (ii) el compromiso con respecto a ciertos modelos que conforman la materia, (iii) un acuerdo acerca de los valores y normas comunes, y (iv) un compromiso sobre los modelos científicos comunes, es decir, acerca de las soluciones paradigmáticas del problema (p. 52). Aplicando este concepto al derecho, la matriz de la dogmática jurídica requeriría un amplio consenso sobre los siguientes puntos: (i) un objetivo de la interpretación dogmática, es decir, acerca de lo que está siendo interpretado; (ii) una serie de acuerdos sobre las fuentes del derecho, (iii) ciertas reglas y principios metodológicos, y (iv) los valores y evaluaciones que pueden estar presentes en la interpretación de la dogmática jurídica (pp. 52-53)19.


			Esta matriz, consolidada y dominante en una determinada disciplina, adquiere su forma y se articula en las teorías científicas de dicho campo determinado. Aplicado a la dogmática jurídica, dice Aarnio, «una teoría dogmática es un conjunto de conceptos y enunciados utilizados para sistematizar las normas jurídicas» (p. 90). Podríamos citar, por ejemplo, la teoría sobre la propiedad en derecho civil o sobre la imputabilidad en el derecho penal. Las teorías de la dogmática jurídica cuentan con un marco conceptual en el que los conceptos están ordenados y relacionados en la forma de un sistema20, el cual sirve de marco para la descripción del derecho vigente. Esta descripción, sin embargo, es una verdadera reinterpretación de los contenidos de las disposiciones normativas a la luz de tales conceptos; como dice el autor, en este procedimiento los conceptos quedan «ligados» a las disposiciones legales21. El resultado de esta actividad de sistematización, a partir de una teoría, es un nuevo sistema de normas jurídicas que reemplaza al que se toma como base (Aarnio, 1991, p. 204). Así, dice Aarnio, «la teoría de la sistematización proporciona un conjunto de conceptos básicos dentro de cuyos límites debe situarse todo problema relacionado con el contenido de las normas jurídicas» (p. 195).


			De este modo, como ya fuera adelantado, es posible distinguir el ordenamiento jurídico, entendido como el conjunto de normas emanadas de las fuentes (denominado sistema básico), del sistema jurídico, que es el sistema básico transformado en un sistema científico en el marco de una determinada teoría sistematizante. La teoría, pues, representa un prisma a través del cual el ordenamiento jurídico se recompone, cobrando una nueva identidad, al ser puestas sus normas en una cierta relación recíproca a la luz de sus conceptos. Para la práctica jurídica, la sistematización así realizada tiene efectos constitutivos pues, afirma Aarnio, «el ordenamiento jurídico es tal como lo presenta la sistematización, porque un sistema jurídico —en tanto resultado de la actividad de sistematización— es como un “lente” del cual tenemos que ver necesariamente el ordenamiento jurídico» (p. 204)22.


			Del sistema básico al sistema jurídico media, como fuera dicho, una verdadera transformación, por lo que no podría decirse, como en el modelo de Alchourrón y Bulygin, que entre ambos se verifica una relación de identidad salvo que esta se entienda en un sentido muy débil. El sistema jurídico reemplazante es una versión interpretada del sistema básico, aunque sigue representando el significado expresado por la ley (pp. 196-197). La teoría no solo define el marco en el cual deberá darse la interpretación de las normas sistematizadas, también organiza la relación entre ellas. La relación así establecida entre cada norma que integra el sistema afectará la comprensión del sistema en su conjunto (Aarnio, 1986, p. 168; 1991, p. 195).


			No obstante lo señalado, es necesario advertir que el conjunto de normas producidas por el legislador cuenta ya con una cierta sistematicidad. Así, destaca Aarnio que tras todo acto legislativo (al menos en sentido ideal) subyace un conjunto de variados elementos que incluye: (a) una generalización de actos que determinan un fenómeno social, (b) proposiciones cuasi-teóricas sobre las razones y consecuencias del fenómeno, y (c) enfoques normativos y axiológicos sobre cómo deberían ser las cosas en la sociedad (Aarnio, 1986, p. 167-168; 1991, pp. 191-192). Estos criterios confieren a la legislación una cierta sistematicidad que, sin embargo, puede considerarse suficiente desde el punto de vista legislativo, pero para la ciencia jurídica no podría ser sino una preteoría, ya que esta disciplina incorpora, además, criterios científicos para el trabajo con su objeto de estudio.


			Entonces, no es que el dogmático actúa sobre un material informe, compuesto por normas reunidas de manera aleatoria y provenientes de distintas fuentes. Estas normas cuentan ya con cierta unidad sistémica que permite caracterizarlas como un sistema intencionado. En efecto, estas normas expresan la intención del legislador sobre cómo calificar ciertos estados de cosas sociales. Este sistema intencionado provee de una base preteórica para intervenir en la sociedad (Aarnio, 1991, p. 193). La intervención de la dogmática supone una sustitución de dicho sistema intencionado por un sistema científico, resultado de la comentada reordenación y reformulación de aquellas normas, con base en una determinada teoría. Operada la transformación, el esquema conceptual de la teoría definirá la concepción sobre el tema en cuestión (por ejemplo, la propiedad o la imputabilidad) que tengan los participantes en un cierto sistema jurídico.


			Ahora bien, un elemento adicional en este esquema es que la creación de nuevas normas por parte del legislador no surge de la nada, ni crea o cambia por completo la legislación anterior. Ello pues la actividad legislativa sucede cuando sobre el tema a legislar existe una previa legislación sistematizada por la dogmática, que condiciona la comprensión que del tema tenga la comunidad jurídica, incluyendo al propio legislador. Así, el propio legislador se encuentra condicionado por una estructura que preexiste a su actividad, a la que solo podría quitarle o añadirle piezas sin alterar la lógica de su conjunto. Sobre el legislador actuaría, pues, el peso de la tradición jurídica sedimentada, que ha moldeado las instituciones constitutivas de una determinada práctica jurídica. Por ello, dice Aarnio, «el legislador no crea el sistema in toto. Tan solo lo transforma y reproduce. La tradición jurídica consiste en estructuras normativas, independientes de cada individuo, también del legislador» (1991, p. 192). 


			Nótese, entonces, que la dinámica de la práctica jurídica envuelve a todos sus actores, incluyendo al propio legislador y al dogmático, que actúan sumidos en una continuidad impresa por la propia tradición jurídica. El derecho se presenta así como una sucesión de actos, ninguno de los cuales es plenamente constitutivo de los materiales empleados por los operadores jurídicos. Todo acto legislativo se enmarca en una legislación preexistente (transformada en un sistema científico por la dogmática) a la que se integra la nueva legislación que, leída bajo el lente de una teoría sistematizante, resultará una nueva versión del sistema jurídico, que servirá de marco para la interpretación y aplicación de toda norma que regule el tema en cuestión, y así sucesivamente. 


			Aarnio, ilustra el complejo proceso de sistematización mediante el siguiente diagrama: 


			[image: ]


			Donde, PT es la sistematización pre-teórica (los elementos que subyacen al acto legislativo); TS es la teoría de la sistematización; Si es la sistematización científica presentada antes de la legislación L; Sb es el sistema básico o el sistema de los significados intencionados expresados por el texto legal (L); I es la interpretación en la dogmática jurídica; y Sj el sistema de reemplazo o la sistematización científica.


			En sus términos, «La sistematización pre-teórica (PT) y la anterior sistematización científica (Si) ofrecen el marco sistémico a la legislación (L). Las normas pertenecientes a L forman una unidad sistémica llamada sistema básico (Sb). La tarea de la dogmática jurídica consiste en reformular este sistema básico de una manera tal que sea, por ejemplo, más general. Para la reformulación se necesita una teoría sistematizante, es decir, una red de conceptos teóricos por medio de los cuales las normas de L pueden ser interpretadas y ordenadas. El resultado de esta actividad es un nuevo sistema (sistematización de normas). Este es llamado Sj. Puntos de vista normativos referentes a L son ahora formulados en el sistema Sj. Además, TS es la nueva base teórica, un «lente» a través del cual uno interpreta el ordenamiento jurídico» (Aarnio, 1991, p. 196)23. 
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